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PRESIDE: Señor Representante Hermes Toledo Antúnez. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Hugo Dávila, Rodrigo Goñi Romero, Graciela 
Matiauda Espino y Mario Perrachón. 


INVITADOS: Por el Sindicato Único de Trabajadores del Mar y Afines (SUNTMA), señores Jorge 
Vignolo, Presidente; José Pedro Franco, Secretario de la Organización; Carlos Vega, 
Secretario General y Ricardo Fierro, Secretario de Propaganda. 


Por el Sindicato Único de Patrones de Pesca del Uruguay, Tráfico y Cabotaje (SUDEPPU), 
señor Artigas García. 


Por el Centro de Maquinistas Navales, señor José Luis Suárez. 


(SEÑOR PRESIDENTE (Toledo Antúnez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


——- Damos la bienvenida a una delegación del Sindicato Único de Trabajadores del Mar y Afines 
SUNTMA, del Sindicato Único de Patrones de Pesca del Uruguay, Tráfico y Cabotaje SUDEPPU y del 
Centro de Maquinistas Navales, integrada por el Presidente del SUNTMA, señor Jorge Raúl Vignolo 
Orgambide; el Secretario de esa Organización, señor José Pedro Franco Burguer; el Secretario 
General del SUNTMA, señor Carlos Alberto Vega; el Secretario de Propaganda del SUNTMA, señor 
Ricardo Fierro Buslon; el Tesorero del Centro de Maquinistas Navales, señor José Luis Suárez 
Álvarez, y el Tesorero de SUDEPPU, señor Artigas Washington García Veiga. 


Continuando con una ronda de conversaciones, esta Comisión los ha invitado a los efectos de conocer su 
opinión sobre el proyecto de ley relativo a la pesca, que fue presentado en el período pasado por el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. En esta Legislatura hemos desarchivado el proyecto y ya hemos 
considerado su análisis; hace unos días estuvieron aquí el señor Ministro y el Subsecretario de Ganadería, 
Agricultura y Pesca junto con el Director de la DINARA. Nuestra intención es conocer la opinión de todos 
los involucrados, de alguna manera, en el tema de la pesca. 


Queremos hacer una consideración previa. Esta Comisión lleva el mismo nombre que el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y, por lo general, cuando se piensa en el Ministerio, en primer lugar se piensa 
en la ganadería y, en segundo término, en la agricultura quizás ahora con mayor ímpetu, pero muy pocos 
refieren a la pesca. Es más: generalmente, la gente del interior del país en este caso, todos los que estamos 
aquí somos del interior, cuando se refiere al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, lo hacen como el 
Ministerio de Ganadería. 


De alguna manera, podemos decir que hemos estado de espaldas al mar, que es el principal recurso pesquero, 
pero no el único, mucho más si miramos hacia dentro, donde también tenemos recursos y, quizás, 
perspectivas muy importantes en lo que refiere a la pesca artesanal y a la acuicultura. 


Nuestra intención es conocer la opinión que tienen sobre este proyecto de ley. Sé que han trabajado en él. La 
información que recibimos fue que para elaborar este proyecto de ley quienes se involucraron en él, en un 
principio, procuraron recoger la opinión de todos los interesados; empezaron por un trabajo de taller y, luego, 
continuaron recogiendo los aportes de quienes allí participaron. 


También quiero pedirles, si es posible, tratar otro tema que en la invitación que les hicimos no figuraba entre 
los asuntos a considerar, pero en la reunión de la Comisión del día de ayer, el señor Diputado Goñi Romero 
nos planteó una problemática que le hicieron llegar con relación a un conflicto que se tiene con una empresa 
española. Quizás, si pueden, nos gustaría conocer su opinión al respecto, porque vamos a recibir a esa 
empresa, que solicitó una entrevista con la Comisión. 


SEÑOR FRANCO.- En primer lugar, queremos decir que coincidimos plenamente en que la pesca ha 
sido la Cenicienta en este Ministerio; inclusive, hay quienes todavía preguntan qué significa la letra pe 
en la sigla del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Con respecto al proyecto de ley en consideración, queremos decir que nosotros participamos en su 
elaboración, en la discusión del borrador, y lo hicimos con entusiasmo porque hace mucho tiempo que 
veníamos reclamando una ley de pesca. Pero también lo hicimos con un sentido crítico, porque Uruguay, 
después de más de cuarenta años de desarrollo pesquero, no tiene una política pesquera de Estado y 
entendíamos seguimos entendiéndolo que debe tenerla. En todos los lugares en los que se elaboró este 
proyecto planteamos la necesidad de discutir en un ámbito multidisciplinario, en el que participáramos todos, 
una política pesquera de Estado, a mediano y largo plazo, que suplante el modelo de explotación pesquera 
que tiene el país, que la vida ha demostrado que ha quedado totalmente obsoleto y que ha llevado a resultados 
nefastos para el país, ya que ha depredado los recursos y generó sobrepesca en muchos de ellos 


Si tenemos en cuenta, además, que nuestros recursos son compartidos con países de la región, como 
Argentina o Brasil, advertimos que ese modelo colapsó y que es necesario suplantarlo por un nuevo modelo 
de pesca. Para ello, hay que elaborar una política pesquera. 


Nosotros participamos de la elaboración de este proyecto y aportamos muchas iniciativas, algunas de las 
cuales no fueron tomadas en cuenta. Queremos adelantar que pretendemos realizar aportes en la instancia 
parlamentaria, cuando se discuta el articulado, con la aspiración de que lo que no fue tenido en cuenta en el 
anteproyecto pueda ser establecido en el proyecto de ley que discuta el Parlamento. Este es un modelo que ya 
está totalmente obsoleto y que, de seguir así, terminaremos sin recursos; por lo tanto insisto, hubiéramos 
deseado discutir primero una política pesquera de Estado y que la ley fuera el marco jurídico que la 
contuviera. 


Pensamos que debido a la irresponsabilidad con la que ha sido manejada la explotación pesquera por parte 
del empresariado uruguayo, la flota ha quedado totalmente obsoleta. Eso trae como consecuencia falta de 
eficiencia pero, además, una gran dosis de siniestralidad, teniendo condiciones de vida a bordo totalmente 
paupérrimas para los trabajadores. Se pide a gritos la renovación de la flota. Hemos planteado la necesidad 
del desarrollo de la construcción naval a los efectos de renovar la flota. 


Por todo lo dicho, entendemos que hay que tomar medidas de fondo. Debe haber un cambio total del modelo 
de explotación pesquera. Por eso, reclamamos también la necesidad de la creación de un ente testigo para el 
sector pesquero y que el país cuente con una flota pesquera del Estado, que puede ser de pocas unidades, al 
principio. Pensamos que el Estado debe contar con una flota pesquera para que nuestro pueblo pueda ejercer 


la soberanía alimentaria y terminar con esta inequidad, porque la intermediación hace que el producto merme 
en el mercado interno, resultando que nuestras amas de casa deban pagar más caro el pescado que lo que se 
paga en Europa por el mismo producto. Creemos que no se sale de esto sin una discusión de fondo y, por eso, 
reclamamos ámbitos multidisciplinarios. 


Con respecto al tema concerniente a la empresa española, ha habido una reunión y el Presidente y Secretario 
General del SUNTMA van a poder extenderse sobre el particular. 


Queríamos manifestar estas ideas como introducción sobe cómo consideramos que debe dirigirse la 
elaboración de una ley de pesca en el país. 


SEÑOR VIGNOLO.- Complementando lo que decía el compañero Franco, quiero hacer un par de 
aclaraciones. 


Nosotros entendemos que cuando se planteó la ley de pesca, se empezó a construir la casa por el techo. De 
acuerdo con el análisis que hacemos como intergremial, el modelo de explotación que tiene el país ya caducó 
y, de seguir con él, con esa comercialización y ese procesamiento, se va rumbo al colapso total de la pesca. 
Consideramos que, en primer lugar, se debe discutir una política pesquera, qué política vamos a definir en un 
plan quinquenal para cada una de las pesquerías, para la industrialización de los productos, para la pesca 
artesanal, para la acuicultura y luego sí, de acuerdo con el marco que se dé en esa discusión multidisciplinaria 
sobre qué políticas queremos, se podrá elaborar una ley que contenga esas políticas que se definieron por 
parte de los actores del sector: el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, los trabajadores, los 
empresarios y las personas vinculadas con la actividad. 


Ingresando directamente en el proyecto de ley, queremos decir que el país está rumbo a tener 350 millas de 
mar territorial; es más superficie que la que tenemos de tierra. Los intereses que se crean al avanzar 150 
millas más de las que tenemos y las posibilidades de explotación de los recursos que hay en esos mares, 
hacen que exista la necesidad concreta de tener un ente que regule los intereses marítimos del Uruguay. 
Cualquier trámite que se haga con relación a la pesca, al tráfico de mercadería en los barcos mercantes y 
demás, debe pasar por los Ministerios de Defensa Nacional, de Ganadería, Agricultura y Pesca, y de 
Relaciones Exteriores todos sabemos cómo es el aparato burocrático del Estado, lo que resulta muy 
complejo. Por eso, entendemos que la DINARA deberá tener una jerarquía mayor, para poder solucionar 
muchas cuestiones que hoy no puede resolver. Este proyecto da a la DINARA más atribuciones de las que 
tiene en la actualidad, pero sigue dejándola atada a muchas decisiones ministeriales que se reflejan en otros 
Ministerios que nada tienen que ver con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Por lo tanto, 
entendemos que es necesario tener un Ministerio del mar reivindicación histórica de nuestro sindicato en el 
que se elaboren todas las políticas relativas al sector pesquero, al sector marítimo y fluvial, a las aguas 
interiores y demás. Consideramos que sería de suma importancia tener un Ministerio, máxime cuando 
estamos con la posibilidad cierta de llegar a las 350 millas de mar territorial. 


Por otra parte, con respecto a las atribuciones de la DINARA y del Ministerio que planteamos que debe 
crearse, quiero decir lo siguiente. Creemos que el sector pesquero se debe basar en datos científicos, 
realizándose un estudio de todo el sector, analizando desde el barco cuando está en el puerto hasta cuando 
sale a pescar, viendo las diferentes especies que hay para pescar, en qué zonas y en qué etapas del año. Se 
deben hacer análisis científicos que nos digan qué biomasa hay de cada una de las especies y qué 
posibilidades de explotación tenemos, no solo para dar certezas a quien invierte capital en la explotación de 
esos recursos, sino también para que el Estado tome un papel protagónico a la hora de explotar los recursos, 
reclamo que venimos haciendo. En el proyecto de ley se hace referencia a la soberanía alimentaria, pero en la 
redacción de la norma no figura absolutamente ningún capítulo que plantee cómo fomentar la soberanía 
alimentaria de nuestro pueblo. Sería diferente si el Estado invirtiera en una flota pesquera propia y en 
determinar qué recursos se deben explotar. Vamos a dar un ejemplo concreto. Hoy por hoy, Uruguay está 
haciendo un convenio con la empresa Japan Tuna, que viene a explotar nuestros recursos sin dejar 
absolutamente nada para el país. Recién en esta segunda etapa se le está cobrando un canon por el permiso de 
pesca; no obstante, en la etapa anterior, no se le cobró siquiera el canon del permiso de pesca, y se llevó más 
de US$ 9:600.000 de explotación de nuestros recursos. Para los intereses de los sindicatos, esto resultó muy 
perjudicial porque este proyecto usó a toda la tripulación extranjera, pura y exclusivamente por una cuestión 
económica y no por un problema profesional o de capacitación de nuestros trabajadores, por lo que perdimos 
esa posibilidad de trabajo. Pero viendo esto como ciudadano uruguayo y como dueño de ese recurso, 


regalamos ese recurso a los japoneses, quienes nos siguieron vendiendo espejitos de colores con este 
proyecto de "prospección e investigación" entre comillas. En el proyecto de ley también se plantea el tema de 
los permisos científicos con la categorización de campañas de prospección e investigación. Hay que ser muy 
cuidadosos de no caer en el voluntarismo de la realidad política del país del momento a efectos de que no nos 
pase de dar un permiso científico, sabiendo que la realidad es otra. Me gustaría detenerme en este punto para 
explicar algunas cuestiones con relación al tema del atún. Uruguay tiene un cupo de aproximadamente 2.000 
toneladas de atún para pescar. En los últimos años un solo barco ha salido a pescar ese atún, que ni siquiera 
llega a totalizar una captura del 5% del total que se tiene para pescar. Entendemos el posicionamiento que 
tomó la DINARA no es que lo compartamos a la hora de otorgar este permiso a la empresa Japan Tuna. 
Reitero, no lo compartimos pero lo entendemos. En la primera campaña que hizo esta empresa, con el rótulo 
de campaña de prospección e investigación, pescó por un monto de alrededor de US$ 9:600.000 y al país no 
le dejó absolutamente nada más que la cifra empírica de cantidad de anzuelos que se tiraron, cantidad de 
zonas que se recorrieron y cantidad de especies que se pescaron. 


En la segunda campaña, el Gobierno sí le cobra a esa empresa un canon por el permiso de pesca de cuatro 
meses y entonces el SUNTMA, que es el que lleva mayor cantidad de tripulantes, pudo poner dos tripulantes 
por barco, los patrones, uno, y los maquinistas, otro. Esto significa una pérdida realmente significativa de 
puestos de trabajo, más en un sector que cuenta con una desocupación superior al 40%. En los últimos años, 
de tener cerca de 130 permisos activamente operando, pasó a tener cerca de 70. 


El Estado tomó la decisión de otorgar ese permiso de pesca y que en esa segunda etapa se tome la pesca de 
estos barcos como cupo país. Esta es una cuestión bien interesante para que Uruguay pueda argumentar como 
país en el ICAT, que es donde se reparten los cupos para la explotación del pez espada y donde figura que 
Uruguay pescó determinada especie, etcétera. También sirve para que no perdamos ese cupo porque en la 
reunión anterior del ICAT se planteó que Uruguay estaba en riesgo de perderlo porque otro país solicitó que 
se le diera su cupo debido a que aquí no estábamos pescando. 


Entendemos que al faltar ámbitos de diálogo multidisciplinarios, donde participen absolutamente todos los 
actores del sector, nos falta la pata primordial para desarrollar políticas pesqueras para cada una de las 
pesquerías. 


En el proyecto de ley se plantea el tema del Consejo Consultivo de Pesca. Nosotros tenemos ciertas 
diferencias conceptuales ya en cuanto al título. Entendemos que es un Consejo de discusión política que debe 
tener poder de decisión, donde debe existir acuerdo o consenso en las políticas a aplicar para cada una de las 
pesquerías y que la DINARA las debe aplicar a mediano y largo plazo. También se plantea que la DINARA 
podrá convocar al Consejo Consultivo de Pesca cuando lo entienda conveniente. Entendemos que el "podrá" 
queda sujeto a la voluntad del Poder Ejecutivo en su momento. 


El proyecto de ley también establece que se deberán fijar tiempos para ese Consejo Consultivo de Pesca. Esto 
no es lo que nosotros pretendemos; es más, lo que queremos es que en la administración de los recursos, en la 
discusión para desarrollar políticas pesqueras de Estado que lleve adelante el directorio de ese Ministerio o de 
esa Dirección participen trabajadores y empresarios. 


En cuanto a la administración y explotación de la acuicultura y a cómo fomentar esa actividad, en el proyecto 
hay un capítulo muy detallado dedicado a ese tema. Debemos ser cuidadosos con la acuicultura, más que 
nada por un tema científico. Se ha demostrado que hay muchos productos provenientes de la acuicultura que 
provocan cáncer; esa es una realidad concreta y científica. 


Nosotros hacemos especial énfasis en la investigación y en la pesca artesanal. Hacemos un llamado de 
atención porque se plantea la zonificación muy alegremente, pero eso va a traer conflictos generalizados en 
los diferentes puntos del país. Hay que entender que nosotros trabajamos con un recurso migratorio y junto 
con la migración de ese recurso va el pescador. Entonces, plantear coartar determinada zona por las 
limitaciones de la zonificación significa que esos trabajadores estarán limitados en el acceso al trabajo. Hay 
que ser cuidadosos cuando se habla de la zonificación. 


También se plantea el tema de las vedas. Nosotros entendemos que estas deben estar basadas en datos 
científicos, en un análisis concreto de un recurso o de una especie. Por ejemplo, hay que definir tiempos de 
veda en las épocas de desove de las diferentes especies. No nos olvidemos de que hace cuestión de tres años 
Uruguay resolvió una veda total para el río Uruguay, lo que provocó una desocupación abismal en el sector, 


cuando hay gente que sobrevive exclusivamente con lo que saca del río; estamos hablando de tres o cuatro 
quilos de boga o de sábalo, por pescador, por día. 


Asimismo, se deberá tener en cuenta en este proyecto de ley qué tipo de solución se da a los trabajadores de 
la pesca artesanal cuando se les prohiba pescar en determinadas zonas. Podría llamarse subsidio o prestación, 
lo que fuera, pero hay que darles una solución porque estos compañeros sobreviven exclusivamente con lo 
que pescan a diario. 


Más adelante se plantea el tema de las multas, las sanciones, etcétera. En ese sentido, habría que detallar más 
claramente y dejar establecido qué tipo de sanción se debe aplicar y cuándo, según la gravedad del caso, para 
que después no quede a la voluntad de cada uno el tipo de sanción que le cabe a un empresario en caso de 
entrar a una zona de veda o de violar una reglamentación que disponga la DINARA. 


Actualmente hay un sonado caso, el de FRIPUR, en el que la DINARA entendió que la multa era de 100 UR 
en vez de 5.000 UR. Esto se dejó a la voluntad de la Administración de turno y ello generó dudas o conflictos 
entre algunos sectores; inclusive algunos medios lo utilizaron para hacer lobby. Hay que hacer una 
caracterización de la gravedad de los casos de infracción y dejar claramente establecida la cuantía por las 
infracciones. 


Podría seguir argumentando sobre el proyecto de ley, pero les vamos a hacer llegar un documento que hemos 
elaborado donde figuran los detalles que planteamos para cada capítulo. 


En resumen, parecería que existe temor a convocar a todos los ámbitos sociales, a todos los sectores de la 
actividad a discutir en una mesa sobre política pesquera. Entendemos que si no se discute, se analiza y se 
resuelve qué política pesquera se va a desarrollar en el país en el quinquenio, para ser aplicada anualmente, 
estaremos realmente en una situación de caos, y no habrá ley que pueda frenar la crisis total del sector 
pesquero. Esto pasa exclusivamente por la discusión y el análisis concreto de la situación que tenemos hoy, 
que realmente es un llamado de alerta a nuestros legisladores. De no sentarnos a discutir todas y cada una de 
las cuestiones que hacen a la pesca, de nada va a servir elaborar las mejores leyes y que los trabajadores 
tengamos los mejores convenios porque después no vamos a tener recursos. 


SEÑOR GARCÍA.- Represento al Sindicato Único de Patrones de Pesca del Uruguay, Tráfico y 
Cabotaje, SUDEPPU. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a pedir que me haga una aclaración porque quienes no estamos en esta 
actividad no sabemos qué significa "patrón"; en campaña esa palabra se refiere al dueño de la 
estancia. 


SEÑOR GARCÍA.- Pero en este caso no somos dueños sino empleados. 


Patrón es el oficial al mando del buque, simplemente, está categorizado según el tipo de buque que se tripule. 
Normalmente, tenemos como referencia al capitán, pero para buques chicos o de cabotaje se le denomina 
patrón. Obviamente, gana menos y tiene menos responsabilidades civiles y penales. 


El asunto que queremos plantear es que vemos con muchísima preocupación que exista este tipo de leyes. Se 
debe tener en cuenta que estamos trabajando sobre recursos vivos que se van agotando y donde es variable la 
situación de nuestros mares por el tema de la contaminación. Desgraciadamente, aparecen estos proyectos de 
ley que no son el reflejo de lo que se trabajó, sino que están totalmente distantes y en algunos casos hasta 
opuestos; entendemos que son más un espejo de la ley de 1969 que una ley hacia el futuro. Nosotros debemos 
legislar hacia el futuro y no hacia atrás. Básicamente, debemos hacerlo en función de información científica, 
democratizada y no guardada en cajones; hay que hacer estudios profundos de hacia dónde vamos y qué es lo 
que queremos. Porque si sabemos hacia dónde vamos sabremos cómo lo podremos hacer. De lo contrario, 
será una letra fría que quede archivada, aunque de repente esté muy bien redactada. Quizás alguien se lleve 
un logro por la forma de redactar este proyecto desde el punto de vista jurídico que si bien entendemos que es 
muy importante, es ajeno a nuestro conocimiento, pero nos preocupa que no se mire hacia el futuro 


¿Qué vamos a hacer dentro de veinte años? No podemos hacer una ley todos los años. De hecho, este 
proyecto de ley lo discutimos en talleres que se realizaron aquí en el Parlamento creo que en el año 2006, en 


los que básicamente todos los actores estuvimos de acuerdo; en esa oportunidad trabajamos en múltiples 
proyectos sobre investigación. Pero hay algo que este proyecto de ley no contempla y que tampoco se 
contempla en ninguna ley: se habla de ley de pesca y existe preocupación por el pescado, pero no por los 
cristianos. No se contempla la parte social, no se contempla la parte humana. A los peces los vamos a buscar 
seres humanos, que sufren un desarraigo. Tampoco se contempla la formación. ¿Vamos a seguir sacando 
gente de la cárcel, sin preparar, para tirarla a los barcos, como hacía Colón? Desgraciadamente, eso es lo que 
pretende este proyecto de ley. No hay un capítulo donde se plantee la formación de la gente, pero no 
solamente en el manejo del pescado sino en el conocimiento del mar, precisamente ahora que vamos a tener 
350 millas de distancia desde Cabo Polonio hacia fuera, desde La Paloma hacia afuera. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- ¿Me podría explicar eso de las 350 millas? 


SEÑOR GARCÍA.- Todos los países tienen de aguas territoriales hasta la milla número 12 desde los 
puntos más externos de la costa. Las aguas jurisdiccionales llegan hasta las 200 millas. En este caso, 
por el Tratado del Río de la Plata de 1975, entre Perón y Bordaberry, tenemos una Zona Común de 
Pesca ZOCOPES donde actuamos tanto argentinos como uruguayos en el mismo espejo de agua. 
Nuestra zona económica exclusiva es una línea imaginaria con rumbo al sureste, desde el punto 
equidistante entre el cabo San Antonio y Punta del Este, aproximadamente no recuerdo exactamente 
los valores de latitud y longitud, 200 millas, y desde Chuy, con rumbo sureste, 200 millas. Esas son las 
aguas jurisdiccionales y es zona económica exclusiva de Uruguay. Por una investigación realizada en el 
período anterior, se van a reclamar 150 millas más, por lo que se llegaría a 350 millas de derecho sobre 
el subsuelo. Eso se hace por estudios batimétricos, es decir, de las profundidades. Hay toda una 
correlación desde el metro número 0 en la costa hasta la profundidad de las 350 millas. Eso es lo que se 
reclama ante la ONU: la exclusividad de uso del subsuelo, que es lo que en algún momento nos va 
permitir perforar para extraer petróleo y gas y, a su vez, la explotación de especies; no sabemos muy 
bien qué hay en ese lugar, pero por ejemplo, podría explotarse la vieira. 


SEÑOR FRANCO.- A través de la Armada se hizo un estudio batimétrico del lecho marino mediante el 
cual el país pudo reclamar ante los organismos internacionales la soberanía sobre la extensión de 150 
millas más. Eso es lo que el país ha reclamado y ha sido concedido, y aunque todavía no está firmado, 
es un hecho que el país va a tener esas 150 millas. Esto fue producto del referido estudio, que llevó 
mucho tiempo pero ha sido exitoso. 


SEÑOR GARCÍA.- Este proyecto no contempla la parte humana, la parte social, la formación, la 
manera en que la gente se tiene que desenvolver, la educación, lo que se necesita para subir a un barco. 
Más allá de que esto pueda incluirse en las reglamentaciones, debe estar contemplado en el proyecto de 
ley 


En el momento en que hicimos los talleres, recuerdo que llegamos a la conclusión de la necesidad de la 
investigación, de la participación de todos, de la existencia de un instituto lo decía el compañero Vignolo que 
tenga una característica superior a la de la DINARA, que es simplemente una Dirección, con todas las 
limitaciones que ello implica. Hasta el Gobierno del Presidente Lacalle existía el Instituto Nacional de Pesca, 
que tenía cierta independencia, era como un pequeño Ministerio que a pesar de todas las contras que ello 
podía significar, tenía muchas cosas a favor, como el hecho de poder fijar la política pesquera. Hoy a la 
DINARA se le bajó jerarquía y no tiene demasiada autonomía. Todo esto lo reivindicamos en ese proyecto, 
en el que había un acuerdo general entre los políticos, los armadores, los empresarios, los técnicos de la 
DINARA, los científicos y los trabajadores. En general, llegamos a un acuerdo, pero después ello no se vio 
reflejado en el proyecto. No se planifica hacia el futuro. Además, reitero, la información debería 
democratizarse porque en esto todo es un misterio. | Nosotros venimos a hablar de pesca y ustedes nos miran 
como si fuéramos marcianos. Este es un tema que escapa a todo el mundo y no es por falta de información. 
En definitiva, estamos hablando de inversiones para el país, pero están cerradas y la ley no contempla este 
aspecto. 


Por otro lado, no se contempla en ningún caso la pesca artesanal. Se trata de una fuente de recursos y de 
formación social increíble, pero hay que dedicarse exclusivamente a ella; hay que fomentarla y a la vez 
protegerla. Son personas que viven casi en condiciones de esclavitud con respecto al capital. La gente llega 
con el pescado a la costa y si trae demasiado y no lo puede colocar, se le pudre. En años de historia no hemos 


podido llegar a estas personas, fomentar la educación y formación, que tengan nociones de administración, de 
mercadeo para que puedan vender su pescado y que se desarrollen. En definitiva, a la pesca artesanal se 
dedican quienes tienen tradición o los excluidos sociales, y les damos la espalda. 


Cuando uno pasa por el interior ve por todos lados los pueblitos de MEVIR, que son muy lindos. La gente del 
interior sabe muy bien que los rancheríos se fueron solucionando con MEVIR y que los asentamientos se 
fueron a los cinturones de la ciudad. Pero hoy vamos a la costa y vemos a los pescadores artesanales en 
condiciones paupérrimas, a pesar de tener entre sus manos una veta tremenda para desarrollar, pero tienen 
que estar contemplados. Se trata de una cuestión de recursos y de soberanía nacional. Sin dudas, la única 
industria que hay en el país que vela por la soberanía nacional es la pesca. 


La Armada por sus limitaciones navega poco, patrulla cuando puede dos por tres agarran algún barquito, pero 
esa es la parte represiva. Nosotros tenemos vigente un Tratado del Río de la Plata que establece la extensión 
de nuestro mar territorial en 200 millas y después se llegó a 350 millas, pero fueron nuestros pescadores 
quienes lo mantuvieron vigente durante más de treinta años. Si nosotros no hubiésemos estado, otros países 
hubieran reclamado ese espacio. Esto también hay que contemplarlo porque es una realidad que nos aqueja; 
no somos mejores ni peores. Habrá otros países con armadas poderosas que cuidan su soberanía, pero 
nosotros la cuidamos con nuestros trabajadores. Eso está bien pero hay que tener presente todo eso, y la ley 
no lo contempla. 


SEÑORA MATIAUDA.- He escuchado muy atentamente todo lo expuesto, pero tengo una duda. 
¿Ustedes participaron de este proyecto de ley de pesca? Lo pregunto porque da la impresión de que 
estuvieron ausentes. 


SEÑOR GARCÍA.- No participamos en la redacción. 


SEÑORA MATIAUDA.- Pero ¿no se atendieron los reclamos que ustedes hicieron? Digo esto porque 
parece que los escucharon pero que luego excluyeron todo lo que dijeron. Así lo interpreto. 


SEÑOR GARCÍA.- Yo participé muy activa y directamente en los talleres que se hicieron en el 
Parlamento para volcar datos y armar un proyecto base entre empresarios, trabajadores, políticos, 
científicos y funcionarios y técnicos de la DINARA que no revestían carácter científico. En una 
primera parte, llegamos a un acuerdo básico. 


Durante cierto período, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca hizo un anteproyecto. Volvimos a 
hacer los talleres, lo trabajamos y redondeamos, y quedó pronto para la redacción del proyecto final. Cuando 
se remitió que es el que nos ocupa, advertimos que no reflejaba en nada todo lo acordado. Este proyecto fue 
redactado por la doctora Álvez y por el biólogo Marín. Voy a comentar lo que expresé en aquel momento sé 
que fue una grosería, pero cuando nos presentaron a estas personas, les dije: "Ustedes discúlpenme, pero acá 
los pusieron como pizarrón de quiniela. Si sale bien, bárbaro, pero si sale mal, los van a insultar a ustedes 
porque esto no es nada de lo que tratamos". Ellos argumentaron que eso fue lo que recibieron. 


SEÑORA MATIAUDA.- Usted me vuelve a confirmar lo que yo siento y creo que los demás 
compañeros también. Por más que hayan estado en ese centro de discusión, los escucharon pero 
después no los interpretaron en este proyecto de ley. ¿Eso es lo que me quiere decir? 


SEÑOR GARCÍA.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La impresión que me está causando esto coincido con la señora Diputada es 
que todo el trabajo previo que se hizo no fue contemplado. Es más: algunos compañeros de la 
Comisión que estuvimos durante el Período pasado tenemos las versiones taquigráficas recordamos 
que ya finalizando la Legislatura pasada aquí estuvieron presentes el señor Ministro, la DINARA y la 
doctora Álvez para dar una relación de los pasos dados. Luego llega ese anteproyecto que 
aparentemente coincidía con el proyecto final. 


En tal sentido, sería bueno contar con la redacción de ese anteproyecto para poder seguir avanzando en el 
tema. Se trata de un proyecto importante que no se pretende agotar en un día y sería fundamental mejorarlo. 


SEÑOR GARCÍA.- Nosotros tenemos las relatorías de las Comisiones en las que trabajamos y los 
acuerdos a los que llegamos. Nosotros no participamos en la redacción del proyecto. 


SEÑOR FIERRO.- Nosotros participamos en los talleres pero luego no se vieron reflejadas nuestras 
inquietudes en el proyecto. 


Hace unos momentos se hablaba de por qué no comemos pescado o de su alto precio; además, en algunos 
lugares del interior no se conocen muchas de las especies de nuestro mar territorial. Por ejemplo, un kilo de 
merluza en Paysandú o en Salto cuesta alrededor de $ 220 y a veces lo pagamos más caro que los países que 
la exportan. Nosotros no tenemos flota pesquera calamarera, pero calculo que muchos en el interior tampoco 
lo conocen o consumen. Sabemos que acá vinieron capitales extranjeros para instalar una flota pesquera con 
el fin de explotar el calamar, pero luego se fueron y actualmente no se captura. Quizá sea el momento de que 
el Estado invierta en algunas pesquerías con el fin de suministrar alimentos para nuestra población. 


Por otro lado, me llamó poderosamente la atención uno de los talleres que hicimos aquí en el Palacio 
Legislativo con gráficas, etcétera. En cierta oportunidad, creo que un pescador de San Gregorio se levantó y 
dijo: "Está todo muy bien, pero me voy muy enojado porque no sé de qué están hablando". ¿Por qué? Porque 
junto con los pescadores artesanales hablábamos de barcos y de capturas y la realidad es totalmente distinta 
en el interior del país. Sucede que este pescador, luego de traer toda su captura, se encuentra con el 
intermediario que le lleva la parte más grande. Hay que tener en cuenta que quienes salen a pescar a veces se 
pierde la vida son todos estos pescadores, con embarcaciones muy precarias. La inmensa mayoría de nuestros 
pescadores han salido con tanques de lata y soldaduras precarias. Nosotros hemos salido en Salto con 
embarcaciones caseras y a veces hasta no estamos habilitados. Este es un medio de vida. 


Cuando se redacte el proyecto habrá que manejar todas estas cuestiones y la pesca artesanal deberá tener su 
articulado porque cada localidad tiene su peculiaridad. Además, si se pretende extender nuestro mar territorial 
hasta las 350 millas marinas, habrá que saber qué especies habitan esa zona o cómo emigran. Se deberá 
legislar apropiadamente para que nuestra población pueda consumir pescado. 


Es por todo esto que nuestra intergremial quiere un ente testigo; de esa forma, el Estado uruguayo podría 
tener una participación en estos recursos, bajar los costos y alimentar a su gente, con los beneficios que ello 
representa. 


SEÑOR VIGNOLO.- Como intergremial, queremos plantear que debería haber un "impasse" en la 
discusión del proyecto de ley para comenzar a hablar de política pesquera porque entendemos que esa 
es la base primordial para que este recurso pueda salir de esta crisis. Digo esto porque hoy existe todo 
un modelo de explotación pesquera en Uruguay. Habría que tratar de disolver ese divorcio que se ha 
producido entre el Poder Ejecutivo y los actores sociales a fin de integrar la discusión en búsqueda de 
soluciones concretas para una situación realmente caótica. 


A nosotros nos encantaría discutir y poder resolver el tema fundamental de la investigación; nos gustaría 
saber cuál es el volumen existente de cada una de las especies y en qué momento del año las podemos 
explotar. También habría que saber qué clase de barcos necesitamos para realizar investigaciones científicas 
con el fin de explotar los recursos actuales. Si queremos dar continuidad laboral a los trabajadores tanto los 
embarcados como los de tierra, deberíamos contar con barcos multipropósito, algo que hoy no está 
contemplado en la ley. Hablo de barcos que se dediquen a explotar determinadas pesquerías en cierto tiempo, 
para que en otros momentos del año puedan dedicarse a otros recursos marinos. Estas son cuestiones 
elementales en el nuevo modelo de explotación pesquera. 


Con respecto a la comercialización, deberíamos saber cómo fomentar el valor agregado de los productos. 
Actualmente, Uruguay sigue exportando sobre la base de los "commodities", sin valor alguno en los 
productos; el 83% de las exportaciones son "commodities", es decir, pescado entero. Hay que saber cómo 
incentivar al empresariado uruguayo para dar valor agregado a los productos. Debería ser una política de 
Estado fomentar ese tipo de exportaciones. A su vez, habría que desestimular las empresas que exporten 


"commodities" a través de aranceles, impuestos, etcétera. Pero ¿qué parte del producto que nosotros sacamos 
del mar que es de todos los uruguayos destinamos para garantizar la soberanía alimentaria? Hoy por hoy, 
ninguna. Por lo tanto, parte de la discusión debe ser cómo nosotros, como uruguayos, garantizamos la 
soberanía alimentaria de nuestro pueblo cuando, según nuestras cifras, estamos tirando al mar más de ciento 
cuarenta mil toneladas anuales de pescado totalmente apto para el consumo humano. 


¿Cómo podemos disminuir esa cifra desorbitante? Según la DINARA, por cada barco completo que entra al 
puerto, se tiran dos al agua. Esto pasa por la política selectiva aplicada durante estos años, dirigida a 
determinadas especies. Sucede que si esa especie no cumple con la talla requerida, se tira al mar. Es por todo 
esto que nuestro sector está en una crisis total. El sector de la merluza está plenamente explotado y 
subexplotado y es muy difícil que se pueda recuperar ese recurso. 


SEÑOR CASAS.- Además de la no participación efectiva en el proyecto, se habla de que las políticas 
actuales de la DINARA no se comparten. 


SEÑOR FRANCO.- La forma de explotación es un modelo que se está aplicando desde 1974. Esto ha 
pasado en todas las Administraciones. 


SEÑOR CASAS.- ¿De quién depende esto? 


SEÑOR FRANCO.- De la DINARA pero, desde 1974 hasta nuestros días, todas las Administraciones 
aplicaron el mismo modelo. Es por ello que decimos que este modelo ya está obsoleto. 


SEÑOR GARCÍA.- Quiero aclarar que la empresa decide qué se tira al mar; esto depende de la 
política económica de las empresas. Se exige a las tripulaciones que traigan el pescado que sirva para la 
empresa, de acuerdo con su conveniencia, y no que se aproveche todo. |Por ejemplo, en Brasil es al 
revés: todo lo que llega se clasifica después. Eso con respecto a lo que decía el compañero sobre lo que 
se tiraba al agua. 


SEÑOR VIGNOLO.- Continúo con la intervención, complementando la respuesta de los compañeros 
García y Franco. 


El problema que hemos tenido históricamente en el sector ha sido la falta de discusión y análisis de las 
políticas a aplicar, que no es un tema exclusivo de esta Administración o de la pasada, sino que se viene 
arrastrando debido a políticas que se han aplicado sistemáticamente. 


Las políticas que aplicó la Administración pasada no podemos hacer un análisis rápido y apresurado de las 
políticas que ha aplicado este Gobierno, porque apenas lleva unos meses han sido continuistas, y no han 
favorecido a la mejor explotación del modelo pesquero del Uruguay. 


Realmente como dije hoy ha habido entre los actores sociales y el Poder Ejecutivo un divorcio en el tema de 
generar ámbitos de discusión y análisis de los problemas concretos. Lo que debemos hacer es intentar juntar 
las partes para empezar a discutir y analizar las problemáticas que tenemos hoy. 


Desde hace unos meses atrás tenemos fijada una primera convocatoria a la mesa asesora de la DINARA. 
Saludamos alegremente que se nos haya convocado, pero entendemos que no se puede analizar 
conceptualmente y buscar soluciones conjuntas a dos de las mayores especies de captura que significan más 
del 80% de la explotación de recursos del Uruguay como es la corvina y la merluza, porque se trata de 
realidades, problemas y soluciones diferentes. Creemos que esa convocatoria no se debió hacer en la forma 
en que se pretendió, porque discutiríamos sobre cuestiones muy superficiales, cuando el tema es más 
profundo. 


Como sindicato nos gustaría poder garantizar el tema de la soberanía alimentaria. Es cierto que los marineros 
de pesca somos los que tiramos el pescado al agua. Ocurre que acá tenemos una dificultad. El registro nuestro 
sigue estando en el ámbito del Ministerio de Defensa Nacional. Por lo tanto, si un trabajador de cubierta se 
niega a cumplir una orden expresa de un patrón de pesca que, a su vez, recibe una orden directa del 
empresario, puede enfrentarse a un tribunal de faltas en el ámbito militar. En el Uruguay seguimos con la 


misma reglamentación desde hace más de treinta años. Como me acota el compañero, data del siglo XIX. 
Nos tratan como si fuéramos oficiales de la Armada 


Como decía, si un trabajador se niega a cumplir con la orden de tirar determinada cantidad de pescado al 
agua, y el tribunal de faltas lo sanciona, tiene un regular en la libreta y no embarca nunca más en ningún lado. 


Por eso decimos que estas políticas selectivas y dirigidas han sido aplicadas por las empresas. 
Lamentablemente, a través del tiempo, los grandes actores del sector parlamentarios, políticos, trabajadores y 
empresarios no hemos podido generar las condiciones para cambiar este modelo de explotación pesquera, 
que es lo que pretendemos discutir y analizar. Ese cambio de modelo debe darse en una discusión política; no 
es una cuestión jurídica de la redacción de una ley que puede quedar preciosa pero que vamos a seguir en lo 
mismo; nos vamos a quedar sin el pan y sin la torta. 


SEÑOR CASAS.- Comparto que quizás la situación de pesca la generan las empresas pescadoras, pero 
están teniendo el aval de la autoridad competente. No estoy hablando de la herencia maldita. Hoy es la 
realidad; estamos viviendo el presente. 


SEÑOR VEGA.- Hace un mes atrás recibimos la preocupación de un empresario vinculado con los 
barcos españoles, que tiene que ver con que los barcos se estarían yendo del país. Estamos hablando de 
setenta y nueve barcos factoría, con un promedio de setecientas cincuenta toneladas cada uno; quizás 
haya alguno que tenga capacidad para menos toneladas, pero en general no bajan de quinientas. 
Inclusive, hay algunos barcos de mil toneladas 


Si hablamos de dinero, estos barcos le dejan al país anualmente US$ 270:000.000 por concepto de insumos, 
ya que descargan en el Puerto de Montevideo desde hace veinte años. Como trabajadores no vamos a 
renunciar a los juicios de nuestros créditos laborales, pero hay una avivada de dos abogados Menéndez y un 
chileno que no recuerdo el nombre que involucra a los peruanos. El tema es que hay complicidad de los 
españoles, que por elegir tripulación más barata, después les sale caro. ¿Qué pasa? Teniendo en cuenta el 
poder adquisitivo que tienen los tripulantes peruanos en su país, la plata que ganan acá les es favorable. En 
cambio, para los tripulantes uruguayos u otras nacionalidades, el sueldo que pagan los armadores españoles 
no es atractivo. Por lo tanto, traen a los peruanos. No sé cómo los traen. El tema tiene un trasfondo; en algún 
momento habrá que estudiar cómo vienen al país. Si los señores Diputados tienen la posibilidad de pasar por 
la rambla, antes de llegar a la calle Yacaré, verán una oficina donde a veces hay hasta treinta, cuarenta, 
cincuenta o sesenta peruanos. Pero, bueno, ese es otro tema. 


Como decía, los compañeros marinos peruanos cobran determinado sueldo fijo y, por lo tanto, nuestra ley 
dice que generan horas extras y determinados beneficios. Entonces, los agarran estos dos personajes y les 
hacen juicios a las empresas españolas. El tema no es el juicio, sino la prohibición de zarpe. Los empresarios 
quedan embargados con prohibición de zarpe y, por lo tanto, los barcos no pueden salir a operar. 


Nosotros, como ciudadanos, vemos esto con gran preocupación, porque el país se perjudica, ya que los 
US$ 270:000.000 no entrarían más a Rentas Generales. Es una pérdida para el país. 


Si lo vemos del lado de los puestos de trabajo, también es una pérdida, porque estamos hablando de más de 
mil quinientos puestos de trabajo. Hay que tener en cuenta que no solamente están los compañeros que son 
nuestros afiliados, que descargan estos barcos, sino los proveedores marítimos, el combustible y, además, los 
papeleros, que entregan un promedio de cincuenta millones de cajas de cartones. Estamos hablando de una 
industria y de que la inmensa fabricación de esas papeleras tiene que ver con estos barcos pesqueros. 


Estamos haciendo reuniones con los Poderes Legislativo y Judicial, y con algunos otros actores del Poder 
Ejecutivo para encontrar una solución. 


No creo que se pueda solucionar el tema de liberar los barcos. El día lunes hablamos con el Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia y le dijimos estaba de acuerdo con nosotros que debería existir una ley que 
estableciera que los capitales extranjeros que vinieran a operar con bandera extranjeras al Puerto de 
Montevideo deberían tener un depósito fijo a modo de garantía. De esta manera, no habría prohibición de 
zarpe, porque si hay un juicio favorable al trabajador, se pagaría con ese fondo. 


No estamos hablando de barcos que no paguen y se vayan. Son barcos que hace veinte años que están 
constituidos en el Puerto de Montevideo, porque les sirve como punto geográfico; el Puerto de Montevideo 
es atractivo. También tenían problemas de operatividad, pero conjuntamente con las negociaciones que 
estamos llevando a cabo los gremios, pudimos lograr el tema logístico dentro del puerto. Esa es la gran 
realidad que tenemos con los barcos españoles. 


SEÑOR FRANCO.- Creo que el denominador común de esto es que sí es una herencia maldita, en el 
sentido de que son los coletazos de la desregulación que vive todavía el país. 


Son barcos de bandera española, que toman estas tripulaciones en forma totalmente desregulada. Y, a río 
revuelto, ganancia de pescadores. Hay algunos oportunistas que utilizan esto. Las demandas que hacen estos 
abogados son por cifras siderales, pero obviamente no van a parar al bolsillo del trabajador. Generalmente se 
arregla con el trabajador por el pasaje y alguna cantidad de dólares que les sirva para instalarse en su país, y 
el resto es para ellos. 


Esto también es producto de que durante muchos años se ha hecho una leyenda negra de los sindicatos 
marítimos. Se nos colgó el "San Benito" de conflictivo, pero en base a la desregulación no se apelaba a los 
gremios para tratar de regular la relación. Otro gallo hubiera cantado. En primer lugar, porque nosotros 
garantizamos dos cosas: profesionalidad por tener muchos años de trabajo y, en segundo término, hacer valer 
que vivimos en un país de derecho y que, por lo tanto, hay que aplicar la normativa. Hubiéramos podido 
resolver muchas cosas. 


Hay algunos empresarios siempre hay excepciones a la regla que han procurado vincularse con los sindicatos 
y se han hecho acuerdos razonables y favorables para los trabajadores. 


Sin el ánimo de resumir, quería dar algunos elementos para que maneje la Comisión a la hora de tratar el 
proyecto. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Hemos visto en la prensa, hace algún tiempo atrás no demasiado, 
denuncias de algunos trabajadores, que por no estar agremiados no podían embarcar o sufrían fuertes 
presiones. Bajo su visión ¿eso es así? 


SEÑOR FRANCO.- No creo que este sea el ámbito para discutir este aspecto; lo discutimos en la 
Comisión de Legislación del Trabajo, pero encantadísimo le daremos la explicación al señor Diputado, 
porque no rehuimos de estas cosas. 


Conocemos de donde proviene el consejo dado a determinados tripulantes que no pertenecen a nuestra 
organización. Algunos fueron expulsados de acuerdo con los estatutos de los organismos. Siempre decimos 
nosotros que un sindicato es un complejo de organismos. En el caso nuestro, la dirección máxima del 
sindicato es la Asamblea General que puede hasta cambiar el estatuto. Luego está la Dirección Nacional, las 
direcciones de sectores, los comités de base, los delegados de barcos, es un complejo de organismos. 
Nosotros dijimos públicamente que desafiamos a quien sea que demuestre que algún organismo del sindicato 
tomó la decisión de no dejar embarcar a alguien. Que lo demuestre. Es más, dentro de los demandantes hay 
quienes están afiliados al sindicato. El tema es que la tripulación de un barco, en primer término, se recluta 
por un sentido de idoneidad; tiene que ser un profesional. En segundo lugar, hay un problema de convivencia. 
Es un equipo; se trabaja en equipo. Alguno que sigue siendo afiliado al sindicato hizo la demanda y no fue 
embarcado por los responsables del barco que, para hablar en criollo, era un mal profesional. 


La Administración Nacional de Puertos estableció un sistema de tarjetas magnéticas para poder ingresar al 
Puerto. Nosotros tenemos una desocupación endémica. Semanalmente quedan entre ochenta y ciento 
cincuenta trabajadores desocupados. El lugar donde se recluta la tripulación es en el muelle del puerto. 
Entonces, los que están embarcados no tienen problema, porque la propia empresa les tramita su carné de 
acceso. El sindicato hizo gestiones para que los que están desocupados puedan acceder a los efectos de 
buscar trabajo dentro del muelle. Entonces, en una decisión tomada por el Directorio de la Administración 
Nacional de Puertos, se nos concedió la posibilidad de que tramitáramos el carné y se nos concedió el estatus 
de empresa. Hay decenas de empresas no sé si no son cientos que operan dentro del Puerto de Montevideo, 
que tienen la posibilidad de tramitar el carné para sus empleados. Por lo tanto, en el mismo sentido, lo que 


hacemos es tramitar el carné de acceso al Puerto para nuestro afiliados, pero no para los que no lo son. Es 
más: hemos hablado con la dirección de la ANP en el sentido de crear algún mecanismo para que los no 
sindicalizados que no tengan trabajo puedan tener una oficina donde tramitar el carné. 


SEÑOR GARCÍA.- Empezando por el final, quiero decir lo siguiente. Toda persona que quiere acceder 
al Puerto, debe pasar por la caseta amarilla que está en la calle Yacaré, para que le den un acceso 
provisorio; si ustedes van con el carné de Diputados no podrán entrar, sino que deberán pasar por allí. 
Dan el permiso a todas las personas; simplemente, deben decir adónde van. Esa normativa es para 
todo el mundo; no puede entrar nadie que no tenga esa tarjeta. 


Por otra parte, quiero hacer una aclaración al señor Diputado Goñi Romero. Es norma, reglamento, deber y 
obligación de cada patrón formar su tripulación; no la hacen los marineros, sino que la hacemos los patrones. 
Cuando los patrones no embarcamos a alguien es porque entendemos que no nos conviene llevar a esa 
persona como tripulante, algunas veces porque no da los puntos como profesional y, otras, porque es 
conflictiva. Pero esto no sucede solo con gente que tiene litigio con el SUNTMA, ya que hay muchos 
afiliados al SUNTMA que no tienen litigios con el Sindicato, pero los patrones no los llevan porque son 
conflictivos. Lo que salió en la prensa es una leyenda que se armó con respecto a un ámbito que está bastante 
ajeno a la realidad cotidiana, pero es lo que pasa en el almacén de la esquina, en el supermercado y en la 
fábrica. Hay afiliados a los sindicatos que no son contratados porque no les sirven, no los quieren o qué sé yo 
por qué. Esa es la realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito que se vuelva al tema que se estaba considerando. 
SEÑOR GOÑI ROMERO.- Quiero hacer una aclaración, y creo que no estamos fuera de tema. 


Agradezco la explicación dada, pero tengo anotado lo que dijo el señor García con relación a que este 
proyecto no contempla la parte humana. Este es un ámbito en el que, precisamente, ustedes están reclamando 
que se trate las relaciones humanas y laborales, que quizás esta norma deba contemplar. 


Por lo tanto, no comparto lo que ha manifestado el señor Franco en cuanto a que este ámbito no es el lugar 
apropiado. Más allá de que esta Comisión no sea la de Legislación del Trabajo, está tratando nada menos que 
una futura ley de pesca que los involucra. 


SEÑOR FRANCO.- Quiero hacer una última reflexión. 


Algo decía el señor Vignolo con relación a eso. Nos gustaría que tomaran lo siguiente como aporte para la 
discusión del proyecto. El sector pesquero tiene varios componentes, pero solo hablaré de lo que tiene que 
ver con la pesca industrial, no lo relacionado con la acuicultura o con la pesca artesanal, aunque, en gran 
medida, la flota de pesca artesanal que opera en la costa del Río del Plata y del océano Atlántico tiene 
algunas cuestiones que la involucran. Algunos de los componentes del sector pesquero ya fueron 
desarrollados aquí. 


Un componente es la investigación. En la actualidad, pese a que a través de diversas leyes de presupuesto de 
la Administración anterior se han tomado medidas para dotar a la DINARA y a la investigación de más 
medios, estos aún resultan insuficientes. Pensamos que este es uno de los aspectos que debe contemplar la 
norma. Cuando hablamos de investigación, no nos referimos solo al estudio de la biomasa, de las distintas 
especies, de la pesquería, sino también al estudio de la necesidad de barcos multipropósito está contemplado 
en nuestro proyecto, que terminen con la actividad zafral de las pesquerías, que cada vez crece más. Hoy en 
día, hay pesquerías que trabajan seis meses al año, como mucho; otras, trabajan dos meses al año, producto 
de la sobrepesca de la que hablábamos. Entonces, habrá que ver otros modelos de barcos a efectos de que se 
pueda terminar con el carácter zafral de la pesquería. Estamos pensando también en cómo iremos 
suplantando las redes de arrastre que no son selectivas, por arte selectivo. Esto no se podrá hacer de la 
mañana a la noche, sino que requerirá un proceso, pero se deberá planificar, lo que también deberá ser 
producto de investigación. Entonces, cuando decimos que hay que desarrollar la construcción naval para 
renovar la flota con otro modelo de explotación pesquera, pensamos también en la necesidad de que 
intervenga la investigación, haciendo una planificación científica, involucrando a la Facultad de Ingeniería, a 
empresarios de la construcción naval y otros. En el país tenemos una infraestructura que perfectamente puede 


asumir la construcción naval, porque los barcos que necesitamos no son de gran porte, sino de mediano porte. 
De esa manera, se terminaría con la anarquía en la construcción naval del país. 


El segundo componente consiste en la captura. En base a todo ese estudio veremos cómo, utilizando otro tipo 
de arte, damos al producto mayor valor agregado desde el barco. Quiero hacer una advertencia. Somos 
conscientes de que una de las dificultades que tenemos somos nosotros mismos. ¿Por qué? Porque hay una 
cultura basada en la pesca indiscriminada en el sentido de que es un arte no selectivo pero, además, se 
seleccionan determinados ejemplares de una especie, lo que involucra un gran descarte, resultando más 
depredatorio. Tenemos que cambiar el modelo y los trabajadores también debemos cambiar la mentalidad. 


El tercer componente es la industrialización. Se trata de obtener mejor calidad del producto desde que se saca 
del mar y, luego, obtener mayor valor agregado cuando se procesa para evitar lo que decía el señor Vignolo 
en cuanto a que el 83% de la exportación del país son commodities. Otro capítulo es el de la 
comercialización. No nos oponemos a una industria basada en la exportación, pero decimos que se debe 
exportar mayor valor agregado, y el Estado debe jugar un rol fundamental en la búsqueda de mercados. 


Estos son los grandes capítulos que queríamos mencionar. 


Todos coincidimos con lo que dijo el señor Diputado Goñi Romero en el sentido de que se deberá tener, por 
lo menos, algún lineamiento en torno a las relaciones laborales, pero poco tiene que ver con lo que 
expresamos con respecto a atender la cuestión humanitaria. Cuando decimos eso, estamos pensando en las 
condiciones en las que se vive a bordo con este tipo de flota; estamos pensando en la utilización de una 
tecnología que ya está caduca y que está siendo desestimada por todos los organismos internacionales. 


Un último capítulo refiere a la formación, por lo que dije anteriormente respecto a que tenemos que cambiar 
nuestra cultura. Además, si queremos incorporar tecnología, debemos formar a nuestros gurises para que 
puedan desarrollar un modelo de explotación pesquera diferente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Quién hace hoy la investigación? 


SEÑOR FRANCO.- La hace la DINARA, con pocos medios. Tenemos un barco científico, que es parte 
del paisaje portuario por las dificultades que tiene. 


SEÑOR VIGNOLO.- Me quiero detener un poco en las relaciones laborales, porque debemos ser muy 
cuidadosos cuando hablamos de legislar las relaciones laborales. A nosotros nos costó sangre, sudor y 
lágrimas poder derogar la Ley N” 15.523. Esa era una ley que nos quitaba el derecho elemental de 
créditos laborales como la licencia, aguinaldo, salario vacacional e indemnización por despido. Creo 
que para regular la relación laboral existe el mecanismo de los Consejos de Salarios. Allí es donde se 
deben discutir cuáles van a ser las condiciones de trabajo y el salario de los trabajadores. Si eso se deja 
claramente establecido en una ley, se podría caer en la misma situación en la que estábamos antes, 
cuando teníamos una ley que definía los créditos laborales como algo que se pagaba por todo concepto 
en la parte de pesca. Entonces, creo que se debería ser más cuidadoso en ese sentido. 


Caemos en una contradicción como delegación, pero creo que si alguien tiene que discutir o proponer algo 
con respecto a las relaciones laborales, se debe tratar en la Comisión correspondiente; allí llevaremos los 
elementos necesarios para discutir y aportar a la discusión sobre cuál sería el marco jurídico de las relaciones 
laborales desde el punto de vista del sindicato. 


Lo que debería quedar establecido en la ley es lo referente a la capacitación y a la formación profesional, 
aspecto que vemos con mucha preocupación, porque hay un cambio generacional en la pesca. 


SEÑOR GARCÍA.- Simplemente, quiero puntualizar que cuando expresé que la ley no contemplaba la 
parte humana, me refería a que internacionalmente hay establecidos, por ejemplo, estándares de 
habitabilidad en los buques que aquí no figuran en ningún lado. Entonces, por ejemplo, en los barcos 
chicos se tiene la cocina con la olla de agua hirviendo y al lado, una cucheta con un hombre durmiendo 
contra el piso; algunos ni siquiera usan la cucheta y duermen sentados. Realmente, esa es la situación. 


Ni hablar de olores, humedades y otras yerbas que nos aquejan. Básicamente, a eso me refería con la 
parte humana. 


Con respecto a la formación, a la profundización en el tema de cómo encaramos el mar, a cómo formamos y 
ayudamos a la gente, sobre todo a la de la pesca artesanal, facilitando la educación y el comercio, la ley debe 
ser lo más amplia posible para prever la mayor cantidad de situaciones humanas. Tenemos asentamientos de 
pescadores en Cebollatí, en la Laguna Merín, que están viviendo en una situación de espaldas al mundo. 
Debería estar contemplado en una ley la regionalización de los diferentes lugares de pesca a los efectos de 
globalizar la atención y el seguimiento de esos grupos humanos, de ese tipo de colonias que giran en torno a 
la pesca, que son como salvajes; forman parte del paisaje turístico, pero es gente que trabaja y produce. 


Con respecto al mar, por supuesto que hay que trabajar con la UTU para determinar capacitaciones 
específicas. A eso me refería cuando hablé de la parte humana y no a las relaciones laborales; de lo contrario, 
no vendría junto con los sindicatos. 


SEÑOR VEGA.- Creo que nos faltó hablar de algo muy importante: los permisos de pesca. 


Lamentablemente, hoy en día hay algunos empresarios que todavía tienen permisos de pesca en el cajón de la 
oficina sin que el barco salga a operar y, por lo tanto, especulan con permisos de pesca que, en realidad, son 
del Estado, que los otorga para salir a operar y producir. Independientemente de que esos permisos puedan 
estar pagos, creo que el objetivo de la ley que los creó era para que funcionaran y operaran; sin embargo, 
están dentro de los cajones de las oficinas, porque hay gente que especula a quién se los vende mejor o a 
quién se los otorga para sacar beneficio propio. Esto pasa en distintas pesquerías; ocurre con el permiso de 
pesca para la merluza negra, para la merluza de arrastre y con permisos de otras categorías. Creo que esos 
permisos deberían estar durmiendo, pero en un Instituto, en el organismo que los otorga, a disposición del 
mejor postor, de la mejor inversión, del mejor proyecto; allí se deberían entregar los permisos de pesca. 


Este es un tema importantísimo; a veces, la dinámica no nos deja desarrollar asuntos relevantes, como el que 
mencionamos con relación a los españoles. Con respecto a los armadores uruguayos en la pesquería costera y 
en la pesquería de la merluza de arrastre, no tenemos esos inconvenientes, pero sí sucede con inversiones 
extranjeras que vienen al país y cierran sus puertas de un día para el otro, porque quedan los trabajadores sin 
cobrar sus créditos laborales. Por lo tanto, la ley deberá contemplar que cada inversión extranjera que venga a 
nuestro país, tenga un fondo que permita no solo cubrir el crédito de los trabajadores, sino también el pago de 
los insumos que correspondan a la Administración Nacional de Puertos, así como los aportes al Banco de 
Previsión Social y demás. A veces, los trabajadores no solo no cobramos nuestros créditos laborales, sino 
que, además, no se realizan los pagos que se nos descuentan para los aportes jubilatorios o para el FONASA. 
Ha pasado, en algún caso, que los compañeros se van a asistir y no pueden hacerlo porque la empresa no 
volcó el dinero que les descontó para ese fin. Creo que la ley también deberá contemplar ese gran tema. 


SEÑOR CASAS.- Para finalizar y para que esta reunión resulte productiva, quiero conocer la opinión 
de la delegación en cuanto a cómo debemos salir de este tema. Cuando se presentó este proyecto de ley 
en la Legislatura pasada, vinieron el señor Ministro de aquel entonces y el Director de la DINARA de 
esa época, el señor Montiel, y dijeron que esto era poco menos que imprescindible para llevar adelante 
una política de pesca en consonancia con las exigencias de los mercados compradores; lo 
argumentaban con el insuceso que tuvo la DINARA con la Comunidad Económica Europea, como 
recordarán. Ese fue el gran argumento que usaron cuando presentaron este proyecto de ley. Entonces, 
quiero saber si el proyecto de ley soluciona este tema. ¿El proyecto de ley tuvo en cuenta a todos los 
actores sociales, como dijo el Ministro? Ellos dijeron que acá tuvieron participación ustedes y todos los 
actores sociales. ¿Cuál es la verdad? 


Por otra parte, ¿cómo vamos a salir de esta situación? ¿Cuál es la propuesta que tienen, para sentarnos en 
torno a una mesa y discutir si esto sirve o no y si debemos barajar y dar de vuelta? Estamos de acuerdo en 
que tenemos una legislación vetusta y que la debemos modernizar, pero ¿cómo salimos de eso? Pregunto esto 
para que quede la idea de ustedes de cuál es el camino que se debe seguir. 


SEÑOR GARCÍA.- En primer lugar, obviamente, por lo que hemos manifestado, no estamos de 
acuerdo con este proyecto de ley. 


En segundo término, para cambiar el proyecto, debería venir el Poder Ejecutivo y definir ante la Comisión, 
ante el Parlamento, hacia dónde quiere ir con la pesca, qué es lo que quiere hacer. No lo dice en el proyecto. 
Se debe definir cuál es la intención del Poder Ejecutivo con relación a la pesca. 


La tercera parte sería rediscutir entre todos los involucrados un proyecto de ley que contemple todos los 
aspectos de aquí hacia adelante y que sea tan flexible como para ir agregando cosas y previendo los cambios. 
Esta iniciativa es como una baldosa de veinte por veinte, no tenemos por dónde salir y dentro de cinco años, 
si cambian las cosas el tema del mar es muy dinámico, lo rediscutiremos, pero para eso todavía falta. 


Que el Poder Ejecutivo diga qué es lo que quiere hacer y hacia dónde quiere ir con el tema de la pesca, y 
después volvemos a juntarnos para rediscutir todo lo que sea necesario para solucionar cada detalle. Hoy por 
hoy, por ejemplo, hay falta de personal arriba de los barcos, y voy a contar una anécdota: un muchacho, para 
conseguir el embarque por primera vez, tiene que gastar $ 7.000 o $ 8.000 en cursos en la UTU para ir a 
ganar un viático de US$ 10, si consigue trabajo. Hay muchas partes de un todo, entonces, vamos a armar el 
todo, a meter las partes adentro y que cada cosa esté concatenada e interconectada con la otra. Acá no hay 
interacción entre las partes, cada uno está por su lado. Esto es lo que esta delegación entiende como parte de 
la solución. 


SEÑOR VIGNOLO.- No voy a redundar en lo que planteaba García porque es el sentir de la 
intergremial marítima. 


En este proyecto de ley, como dije al principio, se planteó la discusión de cambiar el modelo de explotación 
pesquera empezando la casa por el techo. Si se quiere cambiar algo compartimos totalmente lo que recién 
decía García, primero se debe definir hacia dónde quiere ir el Poder Ejecutivo con todo el sector pesquero. 
¿El proyecto define qué política va a aplicar la DINARA? Creo que no. Precisamente, es lo que peor 
vislumbramos: que la política a aplicar en el futuro sea continuista, que nos lleve con este proyecto de ley al 
mismo lugar que nos llevó la ley de 1969, es decir, a la crisis total. 


Entonces, entendemos que esta iniciativa se empezó mal y se está terminando mal. Sería bueno poner un 
parate a esta iniciativa para decir: "Señores, sentémonos, analicemos hacia dónde queremos llevar la pesca y 
qué es lo que queremos de la pesca". Después sí podremos discutir y analizar qué contenido le daremos para 
contemplar lo antes planteado. De lo contrario, difícilmente podamos solucionar este tema. No es por ser 
alarmista ni es para que salten de la silla, pero el modelo de explotación pesquera está en crisis total. 
Esperamos que se entienda de esa manera y, si no, consulten con la Administración, con la DINARA. 


Hay recursos en los que el permiso de pesca lleva más de tres años sin operar y, sin embargo, continúa 
vigente. Sin embargo, la legislación existente establece que si en seis meses no hay una justificación para la 
inoperatividad del barco, se le debe retirar el permiso. Y la argumentación es que no hay marco jurídico que 
posibilite el retiro del permiso porque eso podría significar un juicio al Estado. Entonces, veamos cuál es el 
marco jurídico que tenemos que reglamentar para que, una vez que el Estado tenga que retirar un permiso de 
pesca, por uno u otro motivo, lo pueda hacer con fundamento y bien parado en la cancha, sin que venga un 
empresario que, por oportunista, le haga un juicio al Estado, sabiendo que el juicio al Estado es prácticamente 
jugar y cobrar. Se debe cerrar todo ese circuito y establecer un marco jurídico para que el Estado no pierda y 
para dar mejores condiciones a todos los uruguayos. Porque el recurso pesquero es de todos los uruguayos y, 
por lo tanto, por ese concepto debemos tener un beneficio. Precisamente, ese beneficio, a nuestro entender, 
debe ser para el Estado, explotando activamente esos recursos, garantizando la seguridad alimentaria y 
volcando a la sociedad a la vivienda, a la salud, a la educación lo que se genere por la explotación de ese 
recurso. Entendemos que la mejor forma de explotar los recursos pesqueros es que sean por y para el pueblo. 


Queremos dejar algunos temas planteados. Desde el mes de diciembre del año pasado, oportunidad en que las 
Cámaras Empresariales denunciaron el convenio colectivo, hemos intentado generar ámbitos de negociación. 
Puede parecer que este tema no compete a esta Comisión, pero en parte sí porque hay un sector de actividad 
que corresponde a este ámbito que hoy no está produciendo eso se debe saber: hace más de un mes que el 
70% de la flota está prácticamente parada en puerto. No se está produciendo. Estos son los elementos que les 
queríamos brindar para que se entienda la situación en la que estamos hoy. 


Una vez que las Cámaras Empresariales denunciaron el convenio colectivo en el mes de diciembre, hemos 
hecho absolutamente todos los esfuerzos como intergremial marítima para generar ámbitos de negociación de 


un nuevo convenio colectivo. El convenio colectivo vencía el 30 de abril y no tuvimos éxito alguno, tanto a 
nivel del Poder Ejecutivo como a nivel bipartito con los empresarios, para generar las condiciones necesarias 
para alcanzar un convenio colectivo nuevo que regule el marco jurídico de la relación laboral con los 
trabajadores. No lo pudimos hacer. ¿Por qué no se pudo llegar al convenio colectivo? Porque a través de un 
Decreto, que es producto de una reivindicación de los sindicatos, que nos otorga una jubilación anticipada, 
las Cámaras Empresariales, por concepto de aporte jubilatorio de los trabajadores, de un 7,5% sobre la base 
de un ficto, pasan a pagar un 27% sobre la base del salario real. Esto puede significar un salto muy 
importante porcentualmente hablando; podría llegar hasta el seiscientos por ciento de aumento del aporte 
patronal. Claro, si uno dice que va a tener que aportar más del seiscientos por ciento de lo que venía pagando, 
sorprende. ¡Seiscientos por ciento! Claro, si se tiene en cuenta que lo que estaban pagando era prácticamente 
nada, al hablar de seiscientos por ciento puede parecer un disparate, pero no es así. Independientemente de la 
negativa, una cuestión bien importante es saber que ninguno de los empresarios del sector impugnó el decreto 
que otorgaba la jubilación bonificada en tiempo y forma; absolutamente ningún empresario. Por lo tanto, hay 
una cuestión de reconocimiento a la bonificación de los trabajadores. Ni siquiera los trabajadores 
impugnamos este Decreto que iba en contra de nuestra reivindicación que, de acuerdo a lo que nosotros 
trabajamos a bordo de los barcos, que estamos las veinticuatro horas del día en una bola de óxido muchas 
veces trabajando, el planteo era de tres por uno. De acuerdo con lo que establece la Ley_N* 16.713, el 
máximo que se puede otorgar de bonificación es dos por uno. Entonces, nosotros planteamos a la Comisión 
de asuntos de la seguridad social del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que, por lo menos, ya que no 
había marco jurídico que regulara una jubilación anticipada de tres por uno, se nos compensara con la 
jubilación del dos por uno. Sin embargo, salió la jubilación de tres por dos. Ni siquiera así nosotros 
impugnamos el Decreto porque entendíamos que era un elemento fundamental para dejar un precedente 
puntual del otorgamiento de una jubilación y del reconocimiento de una actividad que es de altísimo riesgo. 


Cuando se les comunica a los empresarios acerca del cambio del aporte, impugnaron una comunicación 
interna que el BPS envió a cada empresa, lo que en términos jurídicos es payasesco, realmente irrisorio. Así 
siguieron las presiones al Poder Ejecutivo por parte de los empresarios para tratar de elaborar un decreto 
diferente que otorgara determinados beneficios para conseguir más rebajas en el aporte patronal al momento 
de pagar los aportes de los trabajadores. Lamentablemente, eso llevó casi todo el principio del año y lo que 
plantearon los empresarios en la negociación colectiva era que hasta tanto el Poder Ejecutivo no resolviera el 
tema de los aportes patronales, las Cámaras Empresariales no iban a discutir absolutamente ningún cambio en 
cuanto a la relación laboral ni mucho menos incidencias económicas del nuevo convenio colectivo con los 
trabajadores, porque no sabían cuánto les iba a aumentar o cómo iban a hacer para pagar el aporte jubilatorio. 
Apostaron a que los sindicatos nos declaráramos en conflicto y de esa forma se entrara en un "knock-out" 
patronal. Las Cámaras Empresariales apostaron a que los sindicatos fomentaran el "knock-out" patronal para 
ellos poner en la discusión política la necesidad de las prebendas, la necesidad de que se les devolviera el 2% 
de las exportaciones que también se les quitó y la reivindicación mayor que era la de los aportes patronales. A 
pesar de que el convenio haya caído el 30 de abril, muy maduramente, y con una decisión que en verdad hay 
que valorar y que reconocer, los sindicatos de la intergremial marítima, independientemente de no tener 
convenio colectivo, resolvimos seguir trabajando en aras de no paralizar a toda la industria y de sentarnos en 
el ámbito de la negociación colectiva de los Consejos de Salarios para darnos un plazo y así llegar a un 
acuerdo en el nuevo convenio colectivo. Los plazos eran el 31 de mayo y el 21 de junio y, lamentablemente, 
llegamos al último plazo de análisis de la negociación y no habíamos tenido absolutamente ninguna 
propuesta de las Cámaras Empresariales, por lo que resolvimos convocar a una asamblea para plantear que en 
el ámbito de la negociación no se había podido llegar a un acuerdo y que eso se debía resolver allí. Esto 
obedeció exclusivamente a un oportunismo empresarial, a una estrategia definida de declarar un "knock-out" 
patronal en el sector de la pesca. Desde el 5 de julio hasta la fecha la mayor parte de los barcos de captura 
están paralizados en puerto por exclusiva responsabilidad de las Cámaras Empresariales. Realmente, 
entendemos que esto ha sobrepasado los ámbitos de la negociación colectiva porque en ese ámbito hemos 
sido absolutamente ninguneados por parte de los empresarios y, hasta el día de hoy, no tenemos 
absolutamente nada. Por lo que vistumbramos, si no se trata rápidamente el tema de la relación laboral con 
los trabajadores, esto podría estar parado un mes más porque no hay voluntad de llegar a acuerdo en ninguna 
de las pesquerías. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la medida de lo posible les pedimos que nos hagan llegar el material. 
Aunque no tengan el anteproyecto, queremos contar con el relatorio de las conversaciones que 
mantuvieron. 


SEÑOR VIGNOLO.- Nosotros solicitamos que nos hagan llegar por correo electrónico las versiones 
taquigráficas de las sesione a las que concurran las instituciones que participen de aquí en más en la 
discusión de este proyecto de ley. 


SEÑOR FRANCO.- Voy a dar un botón de muestra de lo que decía Vignolo. 


Nosotros seguimos con mucha atención y preocupación al igual que toda la sociedad uruguaya el conflicto en 
el sector de la leche que atañía directamente a esta Comisión. Hoy, nosotros podemos decir que en la pesca 
están afectados 5.000 trabajadores, que no tienen materia prima para trabajar en las plantas y que están 
siendo enviados masivamente al seguro de paro. Todo aquello que pueda abrir ámbitos de discusión y de 
mediación para avanzar en esto, será bienvenido por parte de los trabajadores. 


Nosotros rechazamos la metodología utilizada para la elaboración de este proyecto de ley, y eso lo 
reafirmamos. En su momento participamos en forma entusiasta haciendo nuestros aportes con un sentido 
crítico, por lo que decíamos anteriormente, en cuanto a que para nosotros se empezaba a construir la casa por 
el techo. Lo que vemos es que han sido muy poco o nada contempladas las iniciativas que nosotros tuvimos. 
Está el proyecto allí, podríamos empezar a discutir sobre la casuística y hablar horas y horas, también en su 
momento elaboramos un memo que hicimos llegar al Parlamento, un documento que tenemos todavía que 
contiene lo que debería tener un proyecto de ley de pesca, pero volvemos a insistir si no hay un ámbito donde 
se discuta la elaboración de una política pesquera de Estado, entonces podemos hacer una ley que desde el 
punto de vista formal sea perfecta, pero que no contemple la realidad. 


En materia de legislación es lo que fundamentalmente quería aportar, nosotros tenemos la Ley N* 13.833 de 
1969, que pomposamente llamamos ley de pesca y que en última instancia, en la perspectiva del desarrollo 
pesquero, abre las posibilidades de inversión en el sector. Además, contempla algunas cuestiones que 
nosotros también rechazamos; por ejemplo, en el artículo 28 relativo a la remuneración dice que en 
cualquiera de los sistemas de remuneración mixta o "a la parte" existirá la jornada ilimitada de trabajo en la 
mar. Eso sigue vigente. Más adelante se emite el Decreto N* 149 que intenta reglamentar la ley, donde figura 
lo que se decía acá sobre la concesión y vigencia de los permisos. 


Por lo tanto, entendemos que no solamente hay un vacío jurídico en torno a la regulación de la actividad 
pesquera, sino que también hay una mala legislación o una legislación que responde a otros objetivos pero no 
los de regular el sector pesquero. A partir de allí, a través de decretos, reglamentaciones, etcétera, hubo un 
largo período donde el que tenía padrino no moría infiel, y entonces en el sector había hijos y entenados. 
Había quienes se beneficiaban con determinadas medidas pero ello no respondía a un interés nacional del 
sector pesquero. 


¿Qué quiero decir con todo esto? Pensamos que se trata de conformar ámbitos multidisciplinarios de 
discusión nos parece que esta Comisión es la indicada para hacerlo para profundizar en el tema de la política 
pesquera. Paralelamente, tomando esto como base vuelvo a insistir que entendemos que el articulado no nos 
contempla y que es rechazable, vamos a plantear qué es lo que debería contener. | Como decían los 
compañeros, la concesión de los permisos de pesca hay que cambiarla absolutamente, de lo contrario, como 
dije, habrá hijos y entenados; habrá quienes se beneficien y obtengan prebendas. Desde la creación del plan 
de desarrollo pesquero en 1974 hubo gente que obtuvo prebendas en torno a esto y no hay equidad en cuanto 
a la concesión de los permisos de pesca. 


Acá hemos tenido el "privilegio" entre comillas de que nuestro pabellón nacional haya sido catalogado como 
bandera pirata. No sé si recuerdan los pesqueros que estaban robando pescado por Australia, que fueron 
perseguidos durante muchas millas marinas. Nuestra tripulación fue capturada y procesada; fueron presos 
capitanes, maquinistas y marineros. 


La organización internacional COLTO determina quiénes son los que hacen pesca ilegal y a través de Internet 
se denuncia y se cataloga a los países. En tal sentido, el pabellón uruguayo estuvo catalogado como bandera 
pirata. La DINARA ha hecho gestiones ante los organismos internacionales a efectos de solucionar esta 
cuestión. 


De todos modos, tenemos una situación que se viene arrastrando desde hace tiempo. Me refiero al tipo de 
empresario que hace uso de la bandera uruguaya con la concesión del permiso para la pesca de la merluza 


negra fundamentalmente, tanto en la zona de la Cruma, en el sur, como en otros caladeros como el Mar de 
Ros, etcétera. Estas son empresas que dejan mucho que desear y que de repente trabajan dos mareas por año. 
En estos casos, el trabajador queda prisionero porque no tiene tiempo para ir al seguro de paro, no cobra los 
créditos laborales, no tiene licencia y no se lo despide; entonces, pasa varios meses reclamando. 


Hace quince días, un barco estuvo ocupado dos semanas para poder cobrar lo que se debía luego de varios 
meses. Nosotros pensamos que hay que poner coto a este tipo de inversión extranjera. Hay algunos barcos 
que no tocan puerto uruguayo, que descargan en Durban o Sudáfrica y que acá no compran ni un litro de 
gasoil. Estas son cosas que deberá analizar la Administración. 


Nosotros somos partidarios de hacer un fondo para los créditos laborales. De todos modos, la concesión de 
los permisos de pesca deberá contemplar el cumplimiento de la normativa. Nos parece que esto también debe 
ser motivo de discusión en este ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos vuestra presencia. Sus aportes han sido positivos y 
seguramente ameritarán una reflexión detenida de la Comisión. Continuaremos trabajando porque 
recién comenzamos a tratar el tema. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


